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Artículo 22. Sujeto pasivo.

Será sujeto pasivo de la tasa la persona física o jurí-
dica, o la institución, solicitante del certificado.

Artículo 23. Base imponible y cuota.

La cuota tributaria correspondiente a esta tasa resulta
de la suma de las siguientes:

a) Una cuota fija de 2.000 pesetas.
b) Una cuota resultante de aplicar a la base impo-

nible, constituida por el número de páginas superior a
seis de que conste el certificado de que se trate, el tipo
de gravamen de 10 pesetas por página.

Artículo 24. Devengo.

La tasa se devengará cuando se presente la solicitud,
que no se transmitirá sin que se haya efectuado el pago
correspondiente.

CAPÍTULO III

Normas de gestión

Artículo 25. Órgano gestor.

La administración, liquidación, notificación y recau-
dación en período voluntario de las tasas a que se refiere
el presente Real Decreto corresponde a la Comisión
Nacional del Mercado de Valores.

La recaudación en vía ejecutiva será competencia de
los órganos de recaudación de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, la cual se llevará a cabo
mediante la formalización del correspondiente convenio.

Artículo 26. Liquidaciones practicadas por el órgano
gestor.

1. En las liquidaciones de las tasas por inspección
y supervisión de la actividad de las instituciones de inver-
sión colectiva, de las sociedades gestoras de estas ins-
tituciones, de las sociedades gestoras de carteras, de
las sociedades gestoras de fondos de titulización y de las
sociedades y agencias de valores (tarifas 9, 10 y 11),
la base imponible se determinará de acuerdo con la infor-
mación que, en cumplimiento de sus obligaciones de
información a la Comisión Nacional del Mercado de Valo-
res, remitan dichas entidades en cada período de liqui-
dación.

En el caso de que, para un determinado período de
liquidación, no hubiera obligación de remisión de infor-
mación a la Comisión Nacional del Mercado de Valores,
la base imponible se determinará a partir de los datos
contenidos en la información correspondiente al período
anterior.

2. Para poder llevar a cabo la liquidación de las tasas
por inspección y supervisión de la actividad de los miem-
bros de los mercados (tarifas 12, 13 y 14) de las enti-
dades adheridas al Servicio de Compensación y Liqui-
dación de Valores o a otras centrales de anotaciones
en cuenta (tarifa 15), y de las emisiones de valores que
se admitan a negociación en mercados secundarios orga-
nizados no oficiales (tarifas 16 y 17), las sociedades
y organismos rectores de los correspondientes merca-
dos, el Servicio de Compensación y Liquidación de Valo-
res y las centrales de anotaciones en cuenta, remitirán
a la Comisión Nacional del Mercado de Valores la infor-
mación precisa de los correspondientes sujetos pasivos
dentro de los veinte días siguientes al del devengo de
la tasa.

3. En el caso de que no se remitiera la información
citada en los dos números anteriores dentro de los plazos
requeridos, la Comisión Nacional del Mercado de Valores
realizará las actuaciones de comprobación e investiga-
ción necesarias para la práctica de la oportuna liqui-
dación.

Artículo 27. Pago.

1. El pago de las tasas en período voluntario deberá
hacerse en efectivo en la caja de la propia Comisión
Nacional del Mercado de Valores o a través de entidad
de depósito autorizada.

2. El pago de las tasas en vía ejecutiva se realizará
de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento Gene-
ral de Recaudación y en el convenio que se celebre con
la Agencia Estatal de Administración Tributaria a que
se refiere el artículo 25.

Artículo 28. Plazo de ingreso.

El ingreso de las tasas liquidadas y notificadas por
la Comisión Nacional del Mercado de Valores se realizará
en los plazos fijados en el artículo 20.2 del Reglamento
General de Recaudación.

Artículo 29. Autoliquidación y pago de las tasas por
expedición de certificados.

Las tasas por expedición de certificados desarrolladas
en la sección 5.a del capítulo II serán objeto de auto-
liquidación por el sujeto pasivo.

El pago de las tasas deberá hacerse en efectivo en
la caja de la propia Comisión Nacional del Mercado de
Valores o a través de entidad de depósito autorizada
por el Ministerio de Economía y Hacienda.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogados los Reales Decretos 647/1994,
de 15 de abril; 106/1995, de 27 de enero, y 901/1997,
de 16 de junio, sobre tasas aplicables por actividades
y servicios prestados por la Comisión Nacional del Mer-
cado de Valores.

Disposición final única. Entrada en vigor.

Esta norma entrará en vigor el día 1 de octubre
de 1998.

Dado en Palma de Mallorca a 31 de julio de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Segundo del Gobierno
y Ministro de Economía y Hacienda,

RODRIGO DE RATO Y FIGAREDO

MINISTERIO DEL INTERIOR
21127 REAL DECRETO 1734/1998, de 31 de julio,

por el que se modifica el Reglamento de
Ayudas y Resarcimientos a las Víctimas de
los Delitos de Terrorismo, aprobado por Real
Decreto 1211/1997, de 18 de julio.

La Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas
Fiscales, Administrativas y del Orden Social, en el capí-
tulo III de su Título II, dedicado a las ayudas a los afec-
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tados por delitos de terrorismo, ha dado nueva redacción
a determinados artículos del capítulo III del Título II de
la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de lo cual resulta
una ampliación de los supuestos de resarcimiento y asis-
tencia a las víctimas del terrorismo, que obliga a modi-
ficar el Reglamento, dictado en desarrollo de la citada
Ley 13/1996, aprobado por Real Decreto 1211/1997,
de 18 de julio.

Presentando las reformas un alcance restringido a
determinadas ayudas, no resulta precisa la elaboración
de una nueva norma, sino la modificación de los artículos
del anterior Reglamento que hacen alusión a los con-
ceptos de resarcimiento ahora ampliados, los de daños
materiales en viviendas y vehículos, y la adición de la
previsión reglamentaria correspondiente a las ayudas
contempladas por primera vez en la Ley 66/1997: la
contribución al pago del alojamiento provisional y las
ayudas extraordinarias.

En relación a los daños materiales, se ha extendido
la cobertura de las compensaciones a las víctimas por
los sufridos en sus viviendas y vehículos. En cuanto a
las primeras, se ha precisado que el criterio que ha de
guiar el resarcimiento de los daños debe ser el de la
reposición de la habitabilidad de la vivienda a una situa-
ción similar a la que ofrecía antes del atentado, con
exclusión solamente de aquellos elementos que tuvieran
un carácter suntuario. Así, con la nueva redacción del
apartado primero del artículo 25 del Reglamento, que
reproduce textualmente lo preceptuado en este punto
por la Ley 66/1997, quedan dilucidados y superados
los problemas planteados por la anterior reglamentación
que limitaba la compensación a los daños sufridos en
los elementos «esenciales», dando lugar a interpretacio-
nes no fácilmente concordantes en lo que se entendía
por esencialidad de la vivienda.

Para completar el círculo de la protección a los dam-
nificados en su propio hogar familiar se ha recogido,
en un nuevo artículo 26 bis del Reglamento, la posibilidad
de contribuir al pago de los gastos de alojamiento pro-
visional de las víctimas, mientras duren las obras de repa-
ración de su vivienda habitual, bien en forma del abono
de un alquiler alternativo, o de su hospedaje en esta-
blecimiento hotelero, ordinariamente en concurrencia
con las Administraciones Locales o Autonómicas que,
más próximas al lugar del siniestro, suelen socorrer pri-
mero estas necesidades tan inesperadas como urgentes.
El Reglamento recoge la posibilidad de formalizar con-
ciertos con estas Administraciones para acordar las
condiciones de prestación de la ayuda y, en su defecto,
el pago directo por el Ministerio del Interior, subven-
cionando a posteriori los gastos incurridos por estos con-
ceptos, con los límites que también se señalan.

En cuanto a los daños en vehículos, se modifica el
párrafo primero del artículo 28 del Reglamento, para
acoger el resarcimiento de los sufridos por los particu-
lares, antes excluidos, al quedar entonces limitada la
indemnización a los que sirvieran de forma indispensable
para el ejercicio de una profesión o una actividad mer-
cantil o laboral.

Recoge también el Reglamento, en su nuevo capí-
tulo VII, la posibilidad de conceder excepcionalmente
ayudas extraordinarias para necesidades no cubiertas,
o cubiertas de forma notoriamente insuficiente, por las
ayudas ordinarias. Este precepto, derivado del mandato
legal contenido en el artículo 48.cuatro de la Ley
66/1997, facilita al Ministro del Interior la posibilidad
de socorrer necesidades excepcionales o urgentes de
las víctimas que no entren dentro del cuadro normal
de ayudas, y que, sin embargo, resulte humanitariamente
justificado atender dada la situación de precariedad per-
sonal o familiar de la víctima. La urgencia y perentoriedad

de esta clase de ayudas aconsejan la simplificación del
procedimiento de concesión. Éste puede ser promovido
de oficio por el órgano administrativo competente en
la atención a las víctimas del terrorismo, que apreciará
y valorará las condiciones que justifiquen su concesión,
proponiendo, en su caso, la resolución correspondiente
al Ministro del Interior.

Finalmente, se ha modificado el Reglamento para per-
mitir el otorgamiento de anticipos de hasta 3.000.000
de pesetas, a cuenta de la percepción de las ayudas
definitivas, en los casos de lesiones corporales graves
que permitan presumir una posterior incapacidad laboral
permanente total o absoluta, o una gran invalidez de
la víctima, posibilidad introducida por el artículo 48.cinco
de la Ley 66/1997. Con ello se trata de simplificar al
máximo los trámites de estas percepciones para los gran-
des lesionados, permitiéndoles recibir un anticipo único
en lugar en los numerosos pagos, fraccionados trimes-
tralmente y limitados al céntuplo del salario mínimo dia-
rio interprofesional, de la anterior reglamentación. El sis-
tema de pagos trimestrales, aunque simplificado en el
procedimiento, se mantiene para los restantes lesiona-
dos corporales, mientras dure su incapacidad temporal.

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior,
con la aprobación del Ministro de Administraciones Públi-
cas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deli-
beración del Consejo de Ministros en su reunión del
día 31 de julio de 1998,

D I S P O N G O :

Artículo único.

Se da nueva redacción a los siguientes artículos del
Reglamento de ayudas y resarcimientos a las víctimas
de delitos de terrorismo, aprobado por Real Decre-
to 1211/1997, de 18 de julio:

1. Los párrafos b) y d) del artículo 1.2 quedan redac-
tados de la siguiente forma:

«b) Daños materiales ocasionados en la vivien-
da habitual de las personas físicas y gastos de alo-
jamiento provisional mientras se efectúan las obras
de reparación.»

«d) Los causados en vehículos particulares, así
como los sufridos por los destinados al transporte
terrestre de personas o mercancías, salvo los de
titularidad pública.»

2. Se adiciona un nuevo párrafo al artículo 1.3, con
la siguiente redacción:

«d) Ayudas extraordinarias para paliar, con
carácter excepcional, situaciones de necesidad per-
sonal o familiar de las víctimas, no cubiertas o
cubiertas de forma notoriamente insuficiente por
las ayudas ordinarias.»

3. El artículo 10 queda redactado de la siguiente
forma:

«Artículo 10. Pagos a cuenta.

1. El sistema de pagos a cuenta se aplicará
únicamente para los supuestos de incapacidad tem-
poral y de lesiones invalidantes.

2. El Ministerio del Interior podrá anticipar has-
ta 3.000.000 de pesetas, a cuenta de la percepción
de la ayuda definitiva, en los casos en los que por
la gravedad de las mutilaciones corporales sufridas
a causa del atentado, sea razonable presumir una
posterior declaración de incapacidad laboral per-
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manente total, absoluta, o una gran invalidez de
la víctima.

En tales casos, a instancia de parte, o de oficio
por la Administración cuando el afectado se viera
imposibilitado para ello, la Subdirección General de
Atención al Ciudadano y de Asistencia a las Víc-
timas del Terrorismo del Ministerio del Interior ins-
truirá un expediente con carácter de urgencia, en
el que, una vez comprobado el nexo causal entre
las lesiones y el delito terrorista y entre éste y la
titularidad del derecho al resarcimiento, examinará
los informes médicos aportados, a efectos de valo-
rar la presumible incapacidad futura de la víctima,
y propondrá al Secretario general Técnico del Minis-
terio del Interior la resolución correspondiente
sobre la cantidad que deba ser anticipada. Cuando
el afectado no estuviere de acuerdo con la cuantía
fijada en dicha resolución, podrá solicitar el reexa-
men de la misma en el plazo de siete días, contados
a partir del siguiente al de la notificación de aquélla.

3. En los demás supuestos de lesiones inva-
lidantes o de incapacidad temporal, las cantidades
a cuenta serán equivalentes a las que resulte de
multiplicar por 100 el salario mínimo interprofe-
sional diario vigente en la fecha en que se produjo
la lesión, teniendo su abono una periodicidad tri-
mestral. La instrucción y resolución del proce-
dimiento para su concesión corresponderá a los
mismos órganos señalados en el apartado anterior.

Para dictar la resolución de concesión bastará
que en el expediente haya quedado acreditada la
condición de víctima y la situación de baja médica
o incapacidad temporal del beneficiario. El primer
pago a cuenta estará supeditado, sin embargo, a
la presentación del documento que pruebe la per-
manencia de la situación de baja o incapacidad
de la víctima durante todo el período trimestral
transcurrido. Los sucesivos abonos, también de
periodicidad trimestral, se producirán a medida que
se acredite la prolongación de la baja, hasta un
plazo máximo de dieciocho meses.

4. Una vez concedida el alta y con informe de
los Equipos de Valoración de Incapacidades del Ins-
tituto Nacional de la Seguridad Social, o de las Uni-
dades de Valoración Médica de Incapacidades u
organismo equivalente de los servicios sanitarios
de las Comunidades Autónomas a que hace refe-
rencia el artículo 9, o de los tribunales médicos
calificadores de las Fuerzas Armadas y de las Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y, en todo
caso, transcurrido el plazo de dieciocho meses pre-
visto en el anterior apartado, se tramitará expe-
diente para el pago total del resarcimiento que
corresponda, del que previamente se descontarán
las cantidades abonadas a cuenta.»

4. El apartado 1 del artículo 25 queda redactado
de la forma siguiente:

«1. En las viviendas habituales de las personas
físicas serán objeto de resarcimiento los daños sufri-
dos en la estructura, instalaciones y mobiliario que
resulte necesario reponer para que aquéllas recu-
peren sus condiciones anteriores de habitabilidad,
excluyendo los elementos de carácter suntuario
(Ley 66/1997, artículo 48.uno).»

5. Se adiciona un nuevo artículo 26 bis al Regla-
mento, con la siguiente redacción:

«Artículo 26 bis. Alojamiento provisional.

La Administración General del Estado podrá
contribuir a sufragar los gastos que origine el

alojamiento provisional de aquellas personas que,
como consecuencia de un atentado terrorista, ten-
gan que abandonar temporalmente su vivienda y
mientras se efectúan las obras de reparación. A
estos efectos, podrá celebrar convenios o acuerdos
con otras Administraciones públicas o con orga-
nizaciones especializadas en el auxilio o asistencia
a damnificados en situaciones de siniestro o catás-
trofe (Ley 66/1997, artículo 48.tres).

En los convenios o acuerdos mencionados se
fijarán el porcentaje de la contribución de las partes
a los gastos de alojamiento y el límite temporal
cubierto por estas ayudas.

En defecto de convenio, el Ministerio del Interior
podrá conceder una subvención que contribuya a
sufragar el alquiler de una vivienda similar a la
siniestrada, o los gastos de hospedaje en un esta-
blecimiento hotelero, durante el período de reali-
zación de las obras de reparación, con un máximo
de cobertura de 5.000 pesetas diarias por persona
y el límite temporal que, dadas las circunstancias,
en cada caso autorice la Subdirección General de
Atención al Ciudadano y Asistencia a Víctimas del
Terrorismo del Ministerio del Interior.

Cuando la subvención concedida se dedique al
alquiler de una vivienda, tendrá una cuantía máxima
en todo caso de 250.000 pesetas mensuales por
unidad familiar.»

6. El apartado 1 del artículo 28, queda redactado
de la siguiente forma:

«Serán resarcibles los daños causados en vehícu-
los particulares, así como los sufridos por los des-
tinados al transporte terrestre de personas o
mercancías, salvo los de titularidad pública (Ley
66/1997, artículo 48.dos).»

7. Se adiciona un nuevo capítulo VII al Reglamento,
con la siguiente redacción:

«CAPÍTULO VII

Ayudas extraordinarias

Artículo 41. Procedimiento.

Sin perjuicio de los resarcimientos y ayudas ante-
riores, el Ministro del Interior podrá conceder,
excepcionalmente, ayudas extraordinarias para
paliar situaciones de necesidad personal o familiar
de las víctimas, no cubiertas o cubiertas de forma
notoriamente insuficiente por las ayudas ordinarias
(Ley 66/1977, de 30 de diciembre).

Podrán ser solicitadas por las víctimas, sus fami-
liares o personas con quienes convivan, o promo-
vidas de oficio, en caso de urgencia, por la Sub-
dirección General de Atención al Ciudadano y de
Asistencia a las Víctimas del Terrorismo que, una
vez determinada la justificación de la necesidad
y la cuantía de la asistencia a prestar, elevará al
Ministro del Interior, a través de la Secretaría Gene-
ral Técnica, la propuesta de concesión de la ayuda
extraordinaria.»

Disposición derogatoria única.

Quedan derogados el apartado 3 del artículo 11 y
el artículo 17 del Reglamento de Ayudas y Resarcimien-
tos a las Víctimas de Delitos de Terrorismo, aprobado
por Real Decreto 1211/1997, de 18 de julio.
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Disposición final primera.

Por el Ministerio de Economía y Hacienda se habi-
litarán los créditos necesarios en los Presupuestos Gene-
rales del Estado para hacer efectivos los resarcimientos
y ayudas contemplados en el presente Real Decreto.

Disposición final segunda.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Palma de Mallorca a 31 de julio de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Ministro del Interior,

JAIME MAYOR OREJA

MINISTERIO DE FOMENTO

21128 ORDEN de 3 de septiembre de 1998 por la
que se dictan normas sobre la colaboración
del Servicio de Correos en las elecciones al
Parlamento Vasco.

Por Decreto 14/1998, de 31 de agosto, publicado
en el «Boletín Oficial del País Vasco» número 165,
de 1 de septiembre de 1998, el Presidente del Gobierno
Vasco ha convocado elecciones al Parlamento Vasco,
que se celebrarán el domingo 25 de octubre de 1998.

Con el fin de lograr la debida eficacia en la actuación
de la Entidad Pública Empresarial Correos y Telégrafos
en dichas elecciones, dispongo:

I. Envíos postales de propaganda electoral a cursar
por correo

1. Tarifas aplicables.—A las tarifas relativas a los
envíos de propaganda electoral que depositen para su
circulación por el correo los partidos y federaciones ins-
critos en el Registro correspondiente, las coaliciones
constituidas según lo dispuesto en el número 2 del artícu-
lo 44 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del
Régimen Electoral General, y las agrupaciones de elec-
tores que reúnan los requisitos establecidos por las dis-
posiciones especiales de dicha Ley y los señalados en
el artículo 49 de la Ley 5/1990, de 15 de junio, de
Elecciones al Parlamento Vasco, les será de aplicación
lo dispuesto en el artículo 13.1 del Real Decreto
421/1991, de 5 de abril, por el que se dictan normas
reguladoras de los procesos electorales.

2. Acondicionamiento de los envíos.—Estos envíos
ostentarán en la parte superior central del anverso la
inscripción «Envíos postales de propaganda electoral»,
y podrán presentarse abiertos o cerrados, sin que por
ello pierdan su condición de impresos ni la Adminis-
tración Postal la facultad de poder examinar su contenido
en uno u otro caso. No es obligatorio consignar en su
cubierta el nombre y domicilio del grupo político remi-
tente, ni tampoco la sigla o símbolo que lo identifique.

3. Depósito de los envíos:

3.1 Los depósitos de los envíos se realizarán con
el carácter de ordinarios y se acompañarán de una fac-
tura en la que conste su número, destino y el nombre
y la firma del remitente. Cuando se trate de envíos aco-

gidos al régimen de «franqueo pagado», deberán ajus-
tarse a lo dispuesto en la Orden del Ministerio de Trans-
portes, Turismo y Comunicaciones de 5 de mayo
de 1986.

3.2 Los depósitos de los envíos de propaganda elec-
toral se efectuarán en el período comprendido entre los
días 30 de septiembre y 13 de octubre de 1998, ambos
inclusive, si bien se recomienda la entrega de aquéllos
antes del citado 13 de octubre, con objeto de facilitar
a Correos las tareas postales de clasificación y entrega.

4. Curso y entrega:

4.1 Los envíos de propaganda electoral serán cur-
sados en el plazo más breve posible, dando preferencia
a los dirigidos a los puntos más alejados. Cuando su
número lo exija, se incluirán en sacas o sobres especiales,
en cuya etiqueta o cubierta se hará constar su contenido,
aplicándoles las normas que regulan el curso de la corres-
pondencia ordinaria epistolar.

4.2 La entrega de propaganda a los destinatarios
se efectuará únicamente durante los días 9 al 23 de
octubre de 1998, ambos inclusive, fechas de comienzo
y finalización de la campaña electoral. Estas entregas
se harán con el resto de la correspondencia epistolar,
salvo que las circunstancias aconsejen la realización de
repartos o turnos especiales.

Está terminantemente prohibido distribuir propagan-
da electoral el día de la votación y el día inmediatamente
anterior.

4.3 Los envíos no entregados por cualquier causa
a los destinatarios al finalizar la campaña electoral serán
devueltos por las oficinas de Correos y Telégrafos a su
Jefatura Provincial en el plazo de un mes. A estos envíos,
junto a los de la propia Jefatura Provincial, se les aplicará
la normativa vigente para la correspondencia caducada.

II. Voto por correspondencia

5. Procedimiento a seguir para la emisión del voto:

5.1 Los electores que prevean no hallarse en la
fecha de la votación en la localidad donde les corres-
ponda ejercer su derecho de voto, o que no puedan
personarse en dicha fecha, podrán emitir su voto por
correo, previa solicitud a la Delegación Provincial de la
Oficina del Censo Electoral, con los requisitos siguientes:

a) El elector solicitará de la correspondiente Dele-
gación, a partir de la fecha de la convocatoria y hasta
el día 15 de octubre de 1998, décimo día anterior al
de la votación, un certificado de inscripción en el censo
electoral. Dicha solicitud se formulará ante cualquier ofi-
cina del Servicio de Correos.

b) La solicitud deberá formularse personalmente. El
funcionario encargado de recibirla exigirá al interesado
la exhibición de su documento nacional de identidad,
pasaporte o permiso de conducción, y comprobará la
coincidencia de la firma. En ningún caso se admitirá
a estos efectos fotocopia de ninguno de los documentos
citados.

c) En caso de enfermedad o incapacidad que impida
la formulación personal de la solicitud, cuya existencia
deberá acreditarse por medio de certificación médica
oficial, aquélla podrá ser efectuada en nombre del elector
por otra persona autorizada notarial o consularmente
mediante documento que se extenderá individualmente
en relación con cada elector y sin que en el mismo pueda
incluirse a varios electores, ni una misma persona repre-
sentar a más de un elector. La solicitud, dirigida al Dele-
gado provincial de la Oficina del Censo Electoral, se pre-
sentará en cualquier oficina de Correos de España junto
con la escritura pública de poder otorgado ante Notario
o Cónsul, en los términos establecidos en el ar-


